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Vistos los autos: “Bertulazzi, Leonardo y otro s/ extradición -art 52-”. 

Considerando:

1°) Que la señora jueza a cargo del Juzgado Nacional en lo
Criminal y Correccional Federal n° 1 resolvió -luego de rechazar los planteos de
la defensa en relación a la inobservancia de las seguridades previstas en el
artículo 11 inciso d de la ley 24.767 y del relativo a la prescripción de la acción
penal con base en el artículo 7°, inciso b, del tratado bilateral con la República
Italiana, aprobado por la ley 23.719- declarar procedente la solicitud de
extradición de Leonardo Bertulazzi requerida por el citado país, en los términos
fijados en el punto resolutivo III del pronunciamiento (cumplimiento de una
pena de 27 años de prisión).

2°) Que en contra de lo así resuelto la entonces defensa oficial
dedujo recurso ordinario de apelación que fue concedido y luego fundamentado
en esta instancia por la defensa particular del requerido.

A su turno, el señor Procurador General de la Nación interino
propuso confirmar la sentencia apelada.

3°) Que los agravios de la parte recurrente encuentran adecuada
respuesta –en lo pertinente- en los apartados II, IV, V, VI, VII, y VIII del citado
dictamen, a los cuales corresponde remitir en razón de brevedad.

4°) Que los alcances de este pronunciamiento no implican abrir
juicio alguno sobre el reclamo del recurrente respecto de la pérdida de su estatus
de refugiado. 

Buenos Aires, 1 de julio de 2025
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5°) Que, por último, y en atención a lo resuelto en el punto
resolutivo IV de la sentencia apelada, corresponde que la jueza de la causa
ponga en conocimiento de su par extranjero el extremo en cuestión. 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador
General de la Nación interino, se confirma la sentencia apelada en cuanto
declaró procedente la extradición de Leonardo Bertulazzi a la República de Italia
en los términos indicados en el punto resolutivo III de esa decisión. Notifíquese,
tómese razón, y remítanse los autos al tribunal de origen para que continúe con
el trámite. 

Firmado Digitalmente por ROSATTI Horacio Daniel Firmado Digitalmente por ROSENKRANTZ Carlos Fernando

Firmado Digitalmente por LORENZETTI Ricardo Luis
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Recurso ordinario de apelación interpuesto por asistido por el Leonardo Bertulazzi, Dr. Rodolfo N.
Yansón.

Tribunal de origen: Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal n° 1.
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S  u  p  r  e  m  a    C  o  r  t  e  : 

–I–

Vuelven estas actuaciones a conocimiento de V.E., a raíz 

del recurso ordinario de apelación interpuesto por la defensa oficial de Leonardo 

Bertulazzi, contra la sentencia dictada por la titular del Juzgado Nacional en lo 

Criminal y Correccional Federal N° 1 que concedió su extradición, requerida 

por las autoridades de la República de Italia, para la ejecución de la pena a 

veintisiete años de prisión, resultante de la orden de unificación de las penas 

concurrentes dictadas en su ausencia por la Corte Assise Appello Milano y la 

Corte Assise Appello Génova. Luego de concedido, fue oportunamente fundado 

por el letrado particular de la parte en el memorial del que V.E. corrió vista a 

esta Procuración General. 

–II–

Puede resumirse lo sustancial de los agravios invocados por 

la defensa para sostener su impugnación, en lo siguiente: 1. El requerido 

conserva la condición de refugiado, por lo que no es posible desarrollar el 

presente trámite sin poner en riesgo el principio de no devolución consagrado 

en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados (confr. ley 15.869) y la 

ley 26.165 de Reconocimiento y Protección al Refugiado; 2. La ausencia de 

garantías suficientes de que en el país requirente podrá cuestionar las sentencias 
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dictadas en su ausencia y, en consecuencia, obtener un nuevo juicio con 

ejercicio de su defensa efectiva (artículos 1.2 del Protocolo Adicional a la 

Convención de Extradición entre la República Argentina y la República Italiana, 

confr. leyes 26.441 y 23.719, respectivamente, y artículo 11.d de la ley 24.767 

de Cooperación Internacional en Materia Penal); 3. La acción punitiva 

resultante de las conductas delictivas por las cuales se solicita el extrañamiento 

se encontraría prescripta a la luz de la legislación nacional (artículo 7.b del 

acuerdo bilateral); 4. La afectación a la garantía de ser juzgado en un plazo 

razonable en el Estado requirente; y, 5. No se garantizó el cómputo en la 

eventual condena del tiempo que permanezca privado de su libertad en el marco 

de este procedimiento (artículo 11.e de la ley de extradiciones), a la vez que 

cuestionó, en tal sentido, las condiciones del régimen carcelario al que allí se 

encontraría sujeto. 

–III–

Ante todo, debo decir que el recurso ordinario interpuesto 

resulta notoriamente infundado, ya que constituye una mera reiteración de las 

diversas presentaciones efectuadas a lo largo del proceso, que fueron 

contestadas –dentro de su competencia– en las respectivas instancias llamadas 

a responder. En particular, la apelante insiste en lo propuesto en la audiencia de 

debate oportunamente celebrada, donde los representantes de este Ministerio 

Público sustentaron adecuadamente la postura en favor de la concesión de la 
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entreayuda, por encontrarse cumplidos todos los requisitos exigidos para la 

especie, y la defensa desarrolló lo propio para apoyar su tesitura en contrario, 

argumentos que luego fueron valorados por la juez federal de forma ajustada a 

derecho, al tratado bilateral y su protocolo adicional y, en lo pertinente, a la ley 

24.767, sin que la recurrente se hiciera mínimamente cargo en esta oportunidad 

de refutar las específicas razones brindadas en esa instancia para desestimar su 

pretensión, lo que determina, sin más, su rechazo (Fallos: 329:3542; 333:927 y 

1179, entre otros). 

Para así opinar, tengo en especial consideración que los 

planteos de la parte recurrente carecen de la entidad que permitiría a V.E. 

soslayar ese óbice formal, como podría ser frente a alegaciones susceptibles de 

afectar el orden público argentino, ya que en el caso, además, se trata de 

cuestiones genéricamente mencionadas, en evidente contradicción con las 

constancias acreditadas en la causa. 

Por otra parte, observo que el tratamiento de los agravios 

reseñados en los puntos 1, 4 y 5 es inadmisible, toda vez que son fruto de una 

reflexión tardía y fueron introducidos recién en esta instancia, razón por la que 

corresponde, sin más, su rechazo in limine (doctrina de Fallos: 320:1775; 

323:3749, entre otros). 

Sin perjuicio de ello, en carácter de aporte subsidiario, 

inspirado en el ejercicio íntegro de la obligación funcional que impone a este 

Ministerio Público el artículo 25 de la Ley de Cooperación Internacional en 
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Materia Penal, para el incierto –y, a juicio de esta parte, improbable– supuesto 

de que V.E. decidiera, en una mejor inteligencia, resolver sobre el fondo de lo 

planteado, desarrollaré de seguido las razones por las que la impugnación, de 

todas formas, no puede prosperar. 

–IV–

Previo a abordar ese análisis, creo conveniente efectuar un 

breve repaso de los acontecimientos acaecidos en el sub judice que, cabe 

recordar, tuvo su génesis el 3 de noviembre de 2002, a partir de la detención en 

nuestro país de Leonardo Bertulazzi, en virtud de la orden de custodia cautelar 

en prisión N° 92B/96 R.E., emitida por la Fiscalía General de la ciudad de 

Génova, el 30 de enero de 1997, para el cumplimiento de la condena concurrente 

a veintisiete años de prisión. 

El 18 de ese mismo mes y año, el extraditurus solicitó al 

entonces Comité para Refugiados de la Dirección Nacional de Migraciones 

(CEPARE) que se le reconozca esa condición. El siguiente 18 de diciembre se 

recibió el pedido formal de extradición efectuado por las autoridades 

competentes italianas. Luego de asignarse intervención al a quo, se celebró la 

audiencia prevista en el artículo 27 de la ley 24.767 (21 de febrero de 2003) y, 

tras la remisión de información complementaria relacionada con la posibilidad 

de obtener un nuevo pronunciamiento luego de un nuevo juicio celebrado en 

presencia del requerido, la juez federal rechazó la solicitud de auxilio judicial 
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internacional, por considerar que la legislación foránea no garantizaba ese 

extremo (3 de junio de 2003). Contra esa decisión, el fiscal federal interpuso el 

remedio procesal previsto en el artículo 33 de la ley 24.767, que fue sustentado 

por esta Procuración General tras la intervención otorgada por el Tribunal. En 

el dictamen del 25 de septiembre de 2003, se sostuvo la improcedencia de una 

resolución de esa naturaleza cuando se prescinde de la celebración del debate 

oral exigido por la ley de extradiciones, máxime cuando recientemente se había 

sancionado el protocolo adicional a la convención, de indudable pertinencia 

para el análisis que debía efectuarse en el contradictorio. En ese ínterin, 

mediante Acta Resolutiva N° 320 del 7 de octubre de 2004, el Comité de 

Elegibilidad para los Refugiados otorgó ese estatus a Bertulazzi.  

A su turno, V.E. revocó la resolución que rechazó su 

extradición, por apartarse de la solución normativa aplicable, y agregó que “en 

atención a la solución que aquí se propicia, no cabe un pronunciamiento del 

Tribunal acerca de la incidencia que podría tener en este procedimiento de 

extradición la condición de refugiado que habría adquirido Leonardo 

Bertulazzi (fs. 525/526), cuestión que deberá ser materia de debate en la 

instancia de grado” (sentencia del 29 de noviembre de 2005, considerando 5°). 

Devueltas las actuaciones al juzgado de origen, su titular 

entendió que al encontrarse firme la condición de refugiado del extraditable, en 

base a un acto administrativo cuya pertinencia escapa a la órbita de intervención 

que cabe en supuestos como el sub lite a los órganos judiciales y en función de 
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lo analizado por los ministros de la Corte en sus respectivas disidencias en el 

precedente “Mera Collazos” (Fallos: 325:625), correspondía interpretar que el 

otorgamiento de la protección señalada suspendía el trámite de la extradición, 

en atención a que en esa inteligencia se tutela con mayor equilibrio el interés de 

las partes, pues sobre la base de que la condición de refugiado constituye un 

estatus provisorio, si bien debe prevalecer el principio de “no devolución” en 

favor del requerido, no frustra de modo definitivo el interés del país requirente, 

ya que deja latente la posibilidad de cumplir con la finalidad de la extradición, 

que no es otra que la de afianzar la justicia que implica combatir la impunidad 

para garantía de todos los habitantes (confr. dictamen de esta Procuración 

General y disidencia conjunta de los doctores Nazareno y López, y disidencia 

del doctor Boggiano). En consecuencia, el 20 de marzo de 2006 la juez dispuso 

el archivo de las actuaciones de conformidad con lo previsto en el artículo 195, 

segundo párrafo, del Código Procesal Penal de la Nación, por no poder 

proceder, y “hasta tanto el Poder Ejecutivo Nacional dicte una nueva 

resolución administrativa que signifique la revocatoria de la condición de 

`refugiado´ adquirida por Leonardo Bertulazzi, mediante acta N° 320/04 del 

CEPARE, lo cual habilitaría a esta magistrada a continuar con el trámite de 

rigor prescripto en las normas de aplicación en la materia” (confr. fojas 

609/vuelta de la sentencia que obra a fojas 606/610). 

Luego de ello, y tras diversos pedidos de información a 

nuestro país respecto de si el extraditurus mantenía la condición de refugiado 
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(12 de abril de 2011 y 11 de junio de 2018), el 26 de junio de 2024 las 

autoridades italianas rogaron nuevamente a la Cancillería su detención 

preventiva con fines de extradición, solicitud que se formalizó en el expediente 

CFP 2556/2024 e ingresó, finalmente, al juzgado federal el 29 de agosto 

siguiente. En esa oportunidad, a raíz de la comunicación con la Secretaría 

Ejecutiva de la Comisión Nacional para los Refugiados con el fin de averiguar 

si habían variado las condiciones en la calidad que detentaba Bertulazzi, las 

autoridades correspondientes avisaron que en esa misma fecha se había resuelto 

la cesación del estatus de refugiado del nombrado (fojas 742 y 743). 

En consecuencia de lo informado por el organismo del 

poder administrador y a la específica reserva oportunamente efectuada en la 

citada sentencia del 20 de marzo de 2006, se procedió al desarchivo de las 

actuaciones, se ordenó la acumulación material del expediente N° 2556/2024 al 

sub judice y se continuó con el trámite pertinente, de acuerdo a lo dispuesto por 

el tratado bilateral y la legislación nacional. 

–V–

Sentado ello y en cuanto al primero de los agravios, 

observo que su tratamiento en esta oportunidad resulta impertinente, no solo –

reitero– en virtud de su tardía invocación, sino también –como la propia defensa 

admite en su memorial– por referirse a una materia cuya revisión judicial 

tramita ante el fuero competente (confr. leyes 26.165 y 19.549, informe de la 
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CONARE del 20 de noviembre de 2024 y oficio del presidente de la Sala V de 

la Cámara Nacional Contencioso Administrativo Federal del 28 de noviembre 

de 2024). 

En consecuencia, estimo que ello determina que no 

corresponde aquí efectuar valoraciones al respecto. 

Sin perjuicio de ello, es pertinente recordar –a todo evento– 

que, como tiene dicho el Tribunal al decidir en procesos análogos, se mantiene 

incólume para la etapa de la decisión final a cargo del Poder Ejecutivo Nacional 

(artículo 36 de la ley 24.767), la obligación de “non refoulement” que consagra 

el artículo 7 de la 26.165 (“Apablaza Guerra”, Fallos: 333:1735, considerando 

11; “Cohen”, C. 230, L. XLVI, sentencia del 30 de agosto de 2011, 

considerando 4°; entre muchos otros). 

–VI–

En cuanto a la crítica referida a la insuficiencia de las 

garantías ofrecidas por el país requirente para brindar seguridad al extraditable 

de que la condena por la cual se requiere su entrega, dictada en ausencia, podrá 

ser revisada acorde a los estándares que para la materia estableció –y, en 

particular, con Italia– el Tribunal, corresponde remitirse a lo informado el 9 de 

septiembre de 2024 por la Fiscalía General de Génova, en la intitulada “Nota 

sobre las garantías previstas en el art. 1 del Protocolo Adicional al Convenio 

Italia Argentina de 9 de diciembre de 1987” (páginas 7 a 9 de 192 del 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=8115091&idCita=131641&numeroPagina=11
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=8115091&idCita=131646&numeroPagina=11
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documento incorporado al expediente digital a fojas 53), en virtud a su 

pertinencia indudable, no solo por el texto de su encabezado, sino porque “es 

válida como declaración de las instituciones jurídicas que el ordenamiento 

jurídico italiano prevé actualmente para garantizar, a la persona condenada 

en rebeldía cuya extradición se solicita, el derecho a un nuevo juicio” (primer 

párrafo de la página 7 y artículo 4 de la ley 24.767.). 

En ella se hace hincapié en las diferentes reformas 

legislativas en materia penal que se llevaron a cabo en el país requirente, 

inspiradas en el respeto del principio al debido proceso y en la implementación 

del sistema acusatorio. En particular, la fiscalía informó que esas reformas 

obedecieron a sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos “que 

habían constatado el contraste de la legislación italiana con los principios de 

un juicio justo, enunciados en el artículo 6 del Convenio para la Protección de 

los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, firmado en Roma el 

4.11.1950, incluido el derecho fundamental de asistir al juicio”, como así 

también a las garantías del artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos. 

Los términos de esa nota permiten concluir, aún en los 

casos que –como el sub judice– se rigen por las leyes anteriores, que Bertulazzi 

reúne las condiciones para acceder a esa nueva instancia. Este criterio –según 

lo expresado por la fiscalía extranjera– se sustenta en el –eventual– ejercicio del 

derecho a restitución del plazo de revisión de la sentencia, contemplado en el 
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entonces vigente artículo 175 de la ley procesal italiana, el cual tiene 

garantizado el nombrado en virtud de que “ningún elemento en la actualidad 

puede probar el conocimiento por parte del condenado del proceso y de las 

acusaciones definitivamente formuladas contra él”, y de conformidad a la 

interpretación jurisprudencial consolidada en la materia allí descripta.  

Superada esa etapa, entonces, tiene lugar “un nuevo juicio 

de fondo asegurado, que deberá celebrarse con las reglas actualmente vigentes 

inspiradas en la etapa de juzgamiento por el método acusatorio y los principios 

del debido proceso, ahora también codificados en el artículo 111 de la Carta 

Constitucional, podrá permitir al imputado el derecho a practicar pruebas y 

también renovar las ya recogidas” (último párrafo de la página 9).  

Cabe destacar que la validez de una manifestación de ese 

tenor en actuaciones de esta especie, efectuada por un órgano que no reviste 

autoridad jurisdiccional –centro del cuestionamiento de la defensa– ha sido 

numerosas veces reconocida por el Tribunal (“Calafell”, Fallos: 334:1659; 

“Klementova”, K. 32, L. XLIX, sentencia del 24 de noviembre de 2015; 

“Bortolotti”, B. 879, L. XLVI, sentencia del 19 de junio de 2012; “Perriod”, 

Fallos: 333:1179; entre otros). En este sentido, es relevante señalar que, 

además de la presunción del recién citado artículo 4 de la ley de 

extradiciones, la garantía en cuestión también ha sido presentada ante nuestra 

Cancillería por la representación diplomática de la República de Italia 

(confr. artículo 12 del acuerdo bilateral). 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=8115091&idCita=131643&numeroPagina=13
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=8115091&idCita=131666&numeroPagina=13
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=8115091&idCita=131667&numeroPagina=13
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=8115091&idCita=131671&numeroPagina=13
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De esta forma, tal como lo sostuvieron en el debate los 

representantes de este Ministerio Público, criterio que fue compartido por la 

juez federal, a partir de esa novedad legislativa impera concluir que el Estado 

solicitante cumplió con brindar las seguridades necesarias para garantizar al 

requerido que –de considerarlo procesalmente beneficioso (confr. 

“Klementova”)– podrá oponerse a la condena dictada en su ausencia y obtener 

la posibilidad de celebrar un nuevo juicio regido por los principios del debido 

proceso.  

De tal manera, el Estado requirente ha acreditado “que su 

ordenamiento prevé instrumentos idóneos para garantizar a la persona 

condenada en rebeldía, cuya extradición se solicita, el derecho a un eventual 

nuevo proceso”, tal como lo exige el artículo 1.2 del citado Protocolo Adicional 

aplicable (confr. Ley 26.441), sin que, en las condiciones reseñadas, resulten 

procedentes las mayores exigencias formales que postula la defensa en su 

memorial. 

Por ello, concluyo que se encuentra debidamente 

acreditado el recaudo en cuestión.  

–VII–

En otro orden de ideas, a fin de desestimar el siguiente 

planteo defensista, cabe recordar que la Convención de extradición con la 

República Italiana, prevé que: “La extradición no será concedida […] b) Si de 
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acuerdo a la legislación de la Parte requirente o de la Parte requerida, la 

acción penal o la pena se encontrara prescripta” (artículo 7.b) . 

Al tratarse de una sentencia condenatoria alcanzada sin que 

el requerido estuviese presente durante el juicio llevado a cabo por las 

autoridades extranjeras e incluso como consecuencia de lo considerado en el 

apartado precedente, el análisis de la posible extinción de la pretensión punitiva 

estatal debe ser efectuado desde la perspectiva de la subsistencia de la acción 

penal, en tanto para nuestro ordenamiento jurídico Bertulazzi debe ser 

considerado como una persona sujeta a proceso (confr. apartado IX del 

dictamen de esta Procuración General en el precedente “Paravinja”, P. 529, L. 

XLIII, que V.E. compartió en lo pertinente al dictar sentencia el 27 de mayo de 

2009, y que ha sido invocado en autos). 

Partiendo de la base de que tanto en el sistema legal interno 

como en el de los tratados celebrados con potencias extranjeras –y, en particular, 

el que rige el sub lite– se reconoce la eficacia de la condena dictada en rebeldía 

en el extranjero para solicitar una extradición, siempre y cuando se brinden las 

seguridades de que existirá la posibilidad de una instancia suficiente de defensa 

que sea la antesala de un nuevo fallo por parte del Estado requirente, en 

presencia del interesado, observo que la interpretación que propugna la defensa 

respecto de la invalidez de los actos celebrados en el procedimiento de origen 

para ser considerados como hitos capaces de interrumpir el curso de la 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=8115091&idCita=131674&numeroPagina=15


Requerido: Bertulazzi, Leonardo y otro s/extradición - art. 52 

CFP 18156/2002/CS1 

Ministerio Público 

Procuración General de la Nación 

13 

prescripción de la acción, en conformidad con las reglas que establece el artículo 

67 de nuestro Código Penal, es manifiestamente improcedente. 

En este sentido, no puede entenderse como corolario del 

precedente “Fabroccino” (Fallos: 323:3699) que los actos producidos 

durante un proceso en ausencia llevado en el extranjero carecen de efectos 

legales en nuestro país, cuando en ese pronunciamiento se aclara 

expresamente que esa consecuencia tenía su antecedente en la falta de 

garantías suficientes en la República de Italia para que los requeridos en 

esas condiciones puedan ser sometidos a un nuevo juicio en su presencia 

(considerando 27).  

Tan es así, que se ha declarado la procedencia de auxilios 

internacionales rogados por países que también contemplan la posibilidad en 

su legislación de alcanzar una condena sin la presencia de la persona 

imputada durante el proceso, en los cuales no se consideró 

necesariamente nula la sentencia que la había declarado culpable cuando 

–como en el caso– se presentaron garantías satisfactorias para su 

reapertura con arreglo a nuestro estándar constitucional. Cabe recordar en 

tal sentido, que en los precedentes “Mastrangelo” (Fallos: 71:182),  

“Paravinja” (ya citado) y “Endler” (Fallos: 343:1738), la condena dictada en 

ausencia en el extranjero se valoró como un hito procesal apto para 

interrumpir el curso de la prescripción de la acción en función de nuestra ley 

sustantiva. 

Sin perjuicio de que lo hasta aquí expuesto basta para 

fundar este aspecto del criterio que postulo, es oportuno mencionar que la Corte 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=8115091&idCita=131676&numeroPagina=16
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https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=8115091&idCita=131674&numeroPagina=16
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ha sostenido que es ajeno al juicio de extradición introducirse en la valoración 

de ciertos institutos propios del sistema de investigación del Estado requirente 

(Fallos: 330:2065), o de acuerdos en función del sistema de enjuiciamiento 

penal extranjero que los regula y las particularidades propias del ordenamiento 

jurídico en el que están llamados a ser ejecutados (Fallos: 343:1307), siempre 

que no importen una afrenta al orden público nacional (Fallos: 319:2557 y 

327:5597). Esta circunstancia no se configura en el caso desde que –como ya 

señalé– el propio acuerdo bilateral (artículo 1.2 del Protocolo Adicional), como 

también similares convenios celebrados por la Nación con otras potencias (a 

modo de ejemplo, el artículo 3.3 del Tratado con Francia, confr. ley 26.783; 

artículo II del Tratado con Brasil, confr. ley 17.272; artículo 12 del Tratado con 

España, confr. ley 23.708; artículo 6 del Tratado con Australia, confr. ley 

23.729; y artículo 4.g del Tratado con México, confr. ley 26.867), al igual que 

la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767, artículo 11.d) y 

la amplia jurisprudencia de la Corte sobre el tema, otorgan validez al 

procedimiento extranjero que culminó en una condena dictada in absentia 

cuando, como en el sub judice, se brindan las seguridades de que el requerido 

en esos términos gozará de un amplio ejercicio de su derecho a la defensa. 

En esa inteligencia, es oportuno recordar que V.E. ha 

juzgado que sostener que cuando la solución normativa extranjera es diferente 

a la nacional, ésta debe prevalecer sobre aquélla, implica tanto como descalificar 

gravemente un procedimiento extranjero, con potencial menoscabo de las 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=8115091&idCita=131680&numeroPagina=17
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buenas relaciones bilaterales con la otra parte contratante del tratado de 

extradición aplicable, cuya finalidad quedaría frustrada por una interpretación 

de excesivo apego al rigor formal de la ley interna argentina (Fallos: 330:2065 

y 4314, entre otros). Esta situación adquiriría mayor gravedad ante la expresa 

regla prevista en el acuerdo bilateral, que ha sido observada en la solicitud, pues 

implicaría dejar de lado el principio pacta sunt servanda al que obliga el artículo 

26 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados. 

Por lo mencionado, cabe concluir que –en las condiciones 

expuestas– aun tratándose de una condena dictada en rebeldía, no existe óbice 

para considerar los hitos procesales celebrados en el proceso de origen de 

acuerdo a la ley del Estado requirente y al texto del artículo 7.b del convenio 

aplicable, cuando sean pertinentes a los fines del análisis hipotético de la 

subsistencia del ius puniendi en nuestro país, sobre todo, además, si esos actos 

no implican “desatender el principio de máxima taxatividad que debe regir en 

la aplicación de las causales de `interrupción´ del plazo de prescripción de la 

acción penal, según el derecho argentino” (“Endler”, Fallos: 343:1738, 

considerando 12). 

Partiendo de estas premisas, corresponde recordar que 

como integrante de la asociación subversiva y banda armada con fines 

terroristas, denominada “Brigadas Rojas”, se le atribuye a Bertulazzi: 1) en la 

sentencia de la Corte de Milán, la comisión de los delitos de participación en 

banda armada con fines de terrorismo y subversión del orden democrático; 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=8115091&idCita=131680&numeroPagina=18
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tenencia de armas de fuego, de guerra y comunes, armas clandestinas con 

número de serie desgastado, municiones, explosivos, artefactos incendiarios 

con fines de terrorismo y subversión del orden democrático; posesión y porte 

de armas ilegales; receptación continuada con fines de terrorismo y subversión 

del orden democrático; fabricación y porte continuado de artefactos 

incendiarios; intento de daño con fines de terrorismo y subversión del orden 

democrático; apología del delito continuada; apología del delito e incitación a 

promover asociaciones con fines terroristas y subversivos; incendio con fines 

de terrorismo y subversión; y, asociación subversiva; y, 2) en la sentencia de la 

Corte de Génova, la comisión de los delitos de secuestro de persona agravado; 

robo agravado continuado; violencia privada; porte de armas abusivo; y 

apología del delito.  

Esas conductas fueron subsumidas prima facie en la 

sentencia apelada, sin disconformidad de las partes, en los delitos previstos por 

los artículos 170; 186; 189 bis, incisos 1 al 4; 209; 210 bis; 211; 277, incisos 1.c 

y 3.a y b; y, 292 de nuestro Código Penal. 

De acuerdo a las constancias que integran el pedido formal 

de extradición, los hechos que dan sustento a la primera condena ocurrieron 

hasta el 19 de septiembre de 1980 y los de la segunda hasta el 12 de enero de 

1977 –dies a quo– y con arreglo al límite del artículo 62.2 del Código Penal, los 

actos con eficacia para interrumpir el curso de la prescripción contenidos en su 

artículo 67, serían las condenas no firmes por las cuales se requiere la entrega, 
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dictadas el 29 de mayo y el 7 de noviembre  de 1985, respectivamente, (inciso 

e), la orden de detención librada el 30 de enero de 1997 (inciso b, confr. 

considerando 12 de “Endler”)  como así también, de conformidad con 

la específica jurisprudencia del Tribunal en casos de extradición pasiva, que 

el pedido fue presentado el 18 de diciembre de 2002 (confr. precedente 

“Endler”, considerando 8° y sus citas).  

A esta enumeración, cabe agregar, como refiriera ab initio, 

que a partir del 20 de marzo de 2006 la juez federal suspendió el trámite por no 

poder procederse en función del reconocimiento al requerido de la condición de 

refugiado y dispuso –como ya reseñé– su archivo “hasta tanto el Poder 

Ejecutivo Nacional dicte una nueva resolución administrativa que signifique la 

revocatoria de la condición de `refugiado´ adquirida por Leonardo Bertulazzi, 

mediante acta N° 320/04 del CEPARE, lo cual habilitaría a esta magistrada a 

continuar con el trámite de rigor prescripto en las normas de aplicación en la 

materia” (confr. fojas 609/vuelta de la sentencia que obra a fojas 606/610).  

Luego de ocurrida la cesación de ese estatus, la reapertura de la sustanciación 

de la presente el 29 de agosto de 2024, importó el reinicio del hipotético curso 

prescriptivo de la acción penal para nuestra ley (artículo 67, primer párrafo, y 

Fallos: 330:3379; 331:439 y 339:1277), circunstancias fácticas que, en materia 

de extradición, permiten considerar cumplido ese recaudo convencional.   

Vinculado con lo hasta aquí considerado, cabe agregar en 

relación con la elíptica referencia a la violación del derecho a ser juzgado en un 
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https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=8115091&idCita=131679&numeroPagina=20
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=8115091&idCita=131686&numeroPagina=20
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=8115091&idCita=131687&numeroPagina=20
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=8115091&idCita=131689&numeroPagina=20


18 

plazo razonable en el Estado italiano –planteo que también recién fue 

introducido ante V.E.– que, conforme a inveterada doctrina del Tribunal, se trata 

de una cuestión atinente al fondo del asunto que, como tal, debe ser abordada 

eventualmente por las autoridades judiciales extranjeras competentes. 

–VIII–

Finalmente, en el memorial presentado en esta instancia la 

defensa alega que el Estado requirente no brindó ninguna garantía de que 

computará, a los fines de un eventual cumplimiento de pena, el tiempo que 

Bertulazzi permanezca privado de su libertad como consecuencia de este 

procedimiento. 

Sin embargo, más allá de que esa es una medida prevista 

en el artículo 11.e de la ley 24.767 y, como tal, no es exigible en el marco de 

las relaciones regladas por el acuerdo bilateral aquí aplicable (Fallos: 

332:297, considerando 15 y su cita), son suficientemente claras las 

seguridades manifestadas por esa Nación a fojas 410/411 –y, evidentemente, 

inadvertidas por la recurrente–, sobre las que la sentencia que concede su 

entrega se apoya para poner en su conocimiento esa circunstancia (punto 

dispositivo VI). 

Por otra parte, en lo que se refiere al planteo, también 

extemporáneo, acerca de las conjeturales condiciones del régimen 

penitenciario al que eventualmente estaría sujeto en una hipotética condena, 

estimo que no se sustenta en la acreditación efectiva de un temor “cierto” y 

“actual”, esto es, “la 
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persona en cuestión correría riesgo personalmente”, sin que baste a tal fin la 

invocación de una cuestión general (Fallos: 344:1344 y 345:163, entre muchos 

otros). 

–IX–

En función de lo señalado, y en atención a que los demás 

requisitos de procedencia estipulados por el Tratado de extradición con la 

República de Italia fueron considerados favorablemente por los representantes 

de este Ministerio Público y por la juez federal, sin disconformidad de la 

recurrente, solicito a V.E. que confirme la sentencia apelada y conceda la 

extradición. 

Buenos Aires, 23 de junio de 2025. 
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